Comentarios al proyecto de LGA
1.- ¿La regulación del derecho humano al agua debe implicar la abrogación de la Ley de Aguas Nacionales?

El proyecto Ley General de Aguas (LGA), actualmente en discusión en la cámara de Diputados,  regula dos temas que están relacionados pero tienen una naturaleza diversa: Por un lado pretende ser Ley Reglamentaria del art. 4 constitucional con relación al “derecho humano al agua” y por otra pretende asimismo ser reglamentaria del art. 27 constitucional proponiendo una reestructuración del régimen jurídico de las aguas nacionales. Sin embargo, la combinación de ambos tópicos en un mismo ordenamiento se percibe confusa y sin la suficiente interconexión para justificar la abrogación de la Ley de Aguas Nacionales vigente desde 1992.  El proyecto de Ley requiere mayor debate y análisis respecto a la posible interconexión entre ambos objetos de regulación, desde nuestro punto de vista, propiciará el debilitamiento de la administración de las aguas nacionales.
Recordemos  que el proyecto de Ley General de Aguas -incluida su denominación como LGA- surge del artículo transitorio Tercer del Decreto que adicionó el artículo 4 Constitucional referido al llamado “derecho humano al agua”
.  En dicho decreto se dispuso: “El Congreso de la Unión, contará con un plazo de 360 días para emitir una Ley General  de Aguas”.  En este sentido existe un mandato para la regulación del denominado “derecho humano al agua” reconocido en dicho artículo. Pero, ello plantea una interrogante que se percibe débilmente justificada en la exposición de motivos propuesta en el proyecto de Ley. Esto es,  ¿La regulación del derecho humano al agua implica necesariamente abrogar la Ley de Aguas Nacionales?
En los términos en que está redactado dicho proyecto se advierte una mutación a través de la extensión del objeto de regulación pretendido, sin estar justificada adecuadamente, ya que se pretende vincular la regulación del derecho humano al agua con todo el régimen de aguas nacionales. 
· Evidentemente existe una conexión pero la interrogante subsiste respecto a si la regulación del derecho humano al agua debe necesariamente abarcar todo el régimen jurídico de las aguas nacionales. En el caso, es importante señalar que la adición al artículo 4 que se ha popularizado como el reconocimiento del derecho humano al agua, en términos de su redacción, se refiere exclusivamente al derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico, es decir,  en realidad se refiere a la prestación de un servicio específico que está vinculado a una prestación por parte del Estado para garantizar este derecho, pero esto  es solo uno de los componentes de todo el régimen jurídico de las aguas nacionales que debe sustentarse en dicho derecho fundamental,  pero que tiene ramificaciones de política pública que tocan, por ejemplo, otros usos y usuarios. Más todavía el derecho al saneamiento no es suficientemente tratado en el proyecto ya que se asocia siempre al derecho humano al agua en forma genérica, siendo  conceptos que requieren de regulación distinta. 
· En críticas a la iniciativa, planteadas por diversos investigadores se dice que plantea un modelo de gestión insustentable, “favoreciendo la mercantilización del agua con una mayor intervención de la iniciativa privada tanto en la provisión de los servicios de agua y saneamiento
, como en la concesión de grandes volúmenes de agua y su correspondiente infraestructura hidráulica. Es crucial que ciudadanos, autoridades del agua y legisladores entiendan que el modelo de manejo del agua implementado hasta hoy es responsable de la crisis del agua del país.”
 

· Lo anterior es parcialmente cierto pues la ley vigente ya promulga la participación de la iniciativa privada y “social”  (pero no explícitamente en la prestación de los servicios “municipales” que si lo hacen la mayoría de las leyes estatales de agua, la diferencia fundamental  es que la iniciativa se hace a través de una Ley Federal  (o General) aplicable en toda la República,   lo cual fortalece este esquema.  Ciertamente el  Artículo 80 del proyecto  establece que en  el ámbito de su competencia las autoridades deben fomentar, la concertación y participación de los sectores social y privado en la prestación de los servicios públicos  y establece en el artículo 81 una amplia gama de participación:   “extracción, captación, conducción, potabilización, distribución, suministro, tratamiento, recolección, disposición, desalojo, medición, determinación, facturación y cobro de tarifas”.
 
· Además  de que no es procedente legalmente que lo anterior “se ordene”  en una disposición federal cuando el artículo 115 establece como facultad exclusiva de los municipios la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado y disposición final de aguas residuales. 
· Por otro lado los críticos de la iniciativa afirman (respecto al Derecho humano al agua):  No  garantiza conforme a los estándares internacionales, el derecho humano al agua y al saneamiento -consagrado en el art. 4 constitucional- para los grupos más vulnerables del país, pues carece de mecanismos de garantía para los grupos étnicos, comunidades equiparables y personas en condiciones de pobreza”
· El anteproyecto propone un mínimo vital de 50 litros diarios por persona para uso personal y doméstico, mientras que el rango de protección de acuerdo con los derechos humanos es de 100 litros.
· Contrario al derecho humano al agua hay que recordar que según cifras de la misma Conagua casi 9 millones de personas carecen de “agua potable” 
 de esos habitantes 5 millones corresponden a la población rural. Ni la iniciativa, ni el Programa Nacional Hídrico vigente, proponen ninguna estrategia concreta para abatir este rezago.

· ¿Cuál derecho humano al agua? si ahora la población que vive en condiciones de pobreza o marginadas (como la población rural indígena) paga entre 5 y 10 veces más por el agua que otros sectores de la población dado  que no tienen acceso a las redes públicas de agua potable y saneamiento.

Desde nuestro punto de vista estas  debilidades  tienen consecuencias mayúsculas para la regulación de las aguas nacionales, pues debido a ello las normas referidas a las aguas nacionales se ven diluidas y debilitadas. 
La falta de claridad se ve reflejada en la confusión en la forma de estructuración de las disposiciones del proyecto de Ley, donde se perciben regulaciones que atenderían más bien a una Ley Federal para la Prestación de Agua Potable, Alcantarillado, Disposición y Tratamiento de Aguas Residuales más allá de la regulación del derecho humano al agua. 

La inclusión de normas regulatorias de la prestación del servicio público de agua potable, alcantarillado, disposición y tratamiento de aguas residuales llevan incluso a que forme parte de la propuesta de la LGA la regulación por parte de los estados de las descargas de aguas residuales en los sistema de drenaje y alcantarillado, sin que se aprecie que dicho análisis se hizo en términos de lo que dispone el artículo 115 de la Constitución Federal y por tanto se prevén multiplicidad de amparos referidos a la constitucionalidad de las normas regulatorias de la prestación de dicho servicio público por parte de los municipios y organismos operadores.
2.- La debilidad de la gestión por cuenca hidrológica.

El análisis del proyecto de LGA lleva a considerar que el proyecto de LGA puede implicar un cambio en la forma de administración de las aguas nacionales por cuenca hidrológica, ya que del articulado de dicho proyecto no existen principios básicos para determinar qué es la gestión por cuenca hidrológica lo cual otorga un grado de discrecionalidad a la CONAGUA para interpretar su contenido y alcances; falta definición sobre la estructura y funciones de los Organismos de Cuenca así como la interrelación entre estos y la CONAGUA, lo cual puede significar una vuelta al régimen anterior de centralización de funciones en la CONAGUA.

En los términos del proyecto de LGA, la CONAGUA tiene la forma y profundidad en que se llevará a cabo la gestión por cuencas, lo cual puede implicar la minimización e incluso la anulación –en la praxis- de la gestión por cuenca hidrológica. Baste leer el art. 15  del proyecto de LGA para observar que un gran cúmulo de facultades que actualmente ejercen los Organismos de Cuenca se otorga a la CONAGUA.
En la práctica las disposiciones propuestas en la LGA respecto a la gestión por cuenca hidrológica no encuentran regulación posterior que permita su concreción práctica. Lo anterior no obstante que en el proyecto de LGA se establece como de utilidad pública la gestión integrada de los recursos hídricos a partir de cuencas y acuíferos (8, I) y se declara de interés público la cuenca y acuíferos como unidades territoriales básicas para la gestión integrada de los recursos hídricos (9, I). 
Las disposiciones propuestas no generan claridad respecto a las facultades de los Organismos de Cuenca los que solo son mencionados nominalmente como parte de la CONAGUA 15  pero no se aprecia cuál será la jurisdicción de CONAGUA central y de los organismos de cuenca, lo cual sitúa la gestión por cuenca hidrológica a una decisión administrativa, situación que permite la posibilidad de dar marcha atrás en la práctica a la administración de las aguas nacionales por cuenca hidrológica.
El proyecto de LGA define el ámbito competencial de los estados, el Distrito Federal y los municipios, lo cual es un punto importante. Sin embargo, en la definición competencial se perdió el principio de descentralización referido en la LAN como uno de los principios básicos de la gestión de los recursos hídricos. En el proyecto de la LGA la descentralización se menciona en forma dispersa en el Título de Coordinación y Participación Social en forma poco clara y con un enfoque más entre coordinación entre autoridades que de gestión por cuencas.
En el siguiente cuadro se hace un comparativo de la diferencia en materia de regulación en la LAN y el proyecto propuesto de LGA.
	                 Tema
	    Ley de Aguas Nacionales
	Proyecto Ley General de Aguas

	Principio básico de la política hídrica nacional 
	 Organismos y consejos de cuenca como elementos básicos de descentralización
       

         
	   Se elimina esta disposición

	   Consejos de Cuenca
	 Establecidos por la CONAGUA previo acuerdo de su Consejo Técnico.

Se determina porcentaje de participación de gobierno, usuarios y organizaciones sociales al menos 50% 
Se definen funciones 
Se definen lineamientos generales de funcionamiento
	Establecidos por la CONAGUA previo acuerdo de su Consejo Técnico.

Se determina porcentaje de participación de gobierno, usuarios y organizaciones sociales 60% 

Se definen funciones generales de funcionamiento

	Organismos de Cuenca
	Contiene un capítulo donde se regula la naturaleza jurídica, jerarquía y atribuciones de los Organismos de Cuenca.   

Se definen como órganos con autonomía ejecutiva, técnica y administrativa
	 Solo se mencionan como parte de la composición de la CONAGUA pero sin especificar su naturaleza, relación de jerarquía ni atribuciones.

No existe definición respecto a la relación orgánica de los Organismos de Cuenca con respecto a la CONAGUA

	Utilidad pública de la gestión por cuenca hidrológica
	                          Si

	                   Si


	  Descentralización
	Se declara de interés público, a través de Organismos y Consejos de Cuenca, Estados, DF, municipios, usuarios y organizaciones de la sociedad

	Se menciona como parte de las materias de coordinación entre autoridades pero no como principio básico de gestión


Su participación se reduce a ser miembro del consejo técnico de Conagua (Art. 17 fracción VII) , y en coordinación con  ella en el fomento a la Investigación científica desarrollo tecnológico, innovación y formación de recursos humanos, para contribuir a la gestión integrada de los recursos hídricos (art 31)  y capacitar con los principios, reglas, bases y estándares que establezca la Comisión en materia de competencias laborales y prestación de servicios públicos de agua potable y de saneamiento (art. 36) ..

	


Lo anterior lleva a manifestar una seria preocupación en los términos en los que está redactado el proyecto de LGA con relación a la gestión por cuencas hidrológicas, con debilitamiento tanto en los principios que sostienen la gestión por cuencas como de las autoridades de cuenca (Organismos de Cuenca) que lleva a pensar en un retroceso de avances ya logrados en la administración de las aguas nacionales por cuenca hidrológica y en cuanto al fortalecimiento de las instancias existentes para dicha administración. 
3.- El predominio del uso público urbano respecto de los otros usos en las disposiciones del proyecto de Ley.

Otra de las consecuencias de la confusión el objeto de la Ley llevó a la redacción de un proyecto donde son predominantes las normas referentes al uso público urbano y en específico a la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado, disposición y tratamiento de aguas residuales.
La ley está sesgada al abastecimiento de agua potable como uso prioritario, pero no tiene el mismo alcance para los otros usos. Por lo tanto no busca de resolver los problemas que se han presentado en otros usos, por ejemplo en la transferencia de los distritos de riego a los usuarios.

No es casual que exista todo un título para la regulación de los servicios públicos enfocado en el agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales y que dicho Título incluso ocupe un lugar primigenio previo a la regulación de las aguas nacionales.
4.- La regulación del derecho humano al agua en el proyecto de LGA

La vinculación entre el derecho humano al agua y el título de servicios públicos es débil y la gran mayoría de las disposiciones de prestación del servicio público atañen al servicio “per se” pero no necesariamente en fomento del derecho humano al agua, a pesar de ser esta la razón fundamental para la expedición de una LGA.
El artículo 4 constitucional referente al llamado derecho humano al agua dice: “Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho y la Ley definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos, estableciendo la participación de los tres niveles de gobierno y la ciudadanía”.

Destacan del proyecto de LGA la definición de las características de dicho derecho, estableciendo por ejemplo que accesible significa el alcance físico, adecuado y seguro. El proyecto define por una parte que suficiente es “el suministro de agua que cubre las necesidades básicas para consumo personal y doméstico” concepto genérico que no puede ser traducido en un derecho efectivo por ser un concepto muy vago. Por otra parte introduce el término “mínimo vital” este sí que clarifica que este es: “el volumen de agua para consumo personal y doméstico que permite al individuo cubrir sus necesidades básicas que corresponde a cincuenta litros diarios por persona”. Al establecerse una cantidad se define un marco de concreción de la característica “suficiente” contenida en el art. 4 constitucional. Sin embargo, cabe preguntarse si la definición del “mínimo vital” no debería quedar dentro de la definición de “suficiente” que es el término utilizado por la Constitución y evitar así confusiones.
La definición de asequible es confusa. No define propiamente el término
. Igualmente confusa es la definición del término “Derecho a la disposición”
. 

Por otra parte, falta regulación del “uso equitativo y sustentable” en el proyecto de LGA. El cumplimiento del derecho de uno implica la obligación de todos (Estado y particulares) para lograr la equidad en el uso y la sustentabilidad de los recursos hídricos, es decir, el derecho trae consigo una obligación correlativa para la persona titular de ese derecho así como de terceros, obligaciones estas para las cuales falta mayor precisión en el articulado propuesto en el proyecto de LGA.

5.- Pérdida de enfoque del carácter excepcional y de interés público de los trasvases.
Las normas de la LGA regulan los trasvases de utilidad pública, al mismo tiempo que la gestión por cuenca hidrológica, cuando que ambos aspectos obedecen a principios distintos de gestión que incluso pueden ser contradictorios. No existen mecanismos para establecer la conexión e interrelación entre ambas formas de gestión. Es decir, en qué casos subsistirá la gestión del territorio de manera diferente a la cuenca hidrológica cuando exista trasvase de aguas y cómo se regularán los distintos intereses de los habitantes de las distintas cuencas en tales casos, lo cual, de no solventarse, seguramente generará conflictos sociales y una mayor inequidad en el acceso y distribución del recurso, lo cual paradójicamente podría afectar el derecho fundamental al agua consagrado en el art. 4 constitucional.

En la exposición de motivos del proyecto de LGA se establece que los trasvases son una “medida drástica”. No obstante, del contenido de la Ley no se advierte que exista regulación para determinar dichos trasvases como una medida drástica y excepcional. Por el contrario, los trasvases se decretan de utilidad pública y las normas correspondientes tienen un enfoque de mera regulación administrativa de los tipos y formas en que estos pueden ser autorizados, con un margen de discrecionalidad para su definición por parte de funcionarios de la CONAGUA, otorgando incluso la posibilidad de trasvases directos por concesionarios, lo cual lleva la política de trasvases más allá de una definición de política pública a un ámbito de satisfacción de una necesidad económica por parte de los concesionarios donde el interés público queda totalmente relegado
En efecto, la regulación propuesta en materia de trasvases deja de lado la justificación del elemento de interés público,  permitiendo incluso la posibilidad que dichos trasvases puedan ser efectuados incluso por privados con autorización de la CONAGUA para cualquier uso, con una protección débil de aspectos clave como prioridades o prelaciones a nivel de acuífero o cuenca, así como de principios de sustentabilidad, ubicando la política de trasvases en un esquema de gestión de la demanda exclusivamente. . (NOTA: La Coca Cola puede hacer trasvase? claro legalmente, si es con  autorización )
La posibilidad de otorgar derechos de agua a ser trasvasada generará una maraña de intereses y conflictos de difícil resolución y propiciará incluso corrupción.
En este sentido, la regulación propuesta en materia de trasvases es una negación de los principios fundamentales de gestión por cuenca hidrológica. Las normas propuestas plantean, entre otras, las siguientes interrogantes:

 ¿De qué servirá la planeación por parte de los Consejos de Cuenca si el agua disponible puede ser trasvasada con un requisito administrativo de una autoridad de la CONAGUA? (En términos del proyecto actual, es probable que la autoridad competente sea una instancia de LA CONAGUA en la ciudad de México)  

¿Qué pasaría frente al otorgamiento de concesiones de agua a ser trasvasada a otras cuencas sin ningún mecanismo de participación por parte de los usuarios y habitantes en las cuencas de origen?

¿Cómo se resolverán problemas en caso de la posible sobre concesión de derechos de agua a ser trasvasados?

En este sentido es importante señalar que los mecanismos de defensa de habitantes y usuarios de la cuenca de origen frente a una decisión administrativa que otorgue derechos de agua a ser trasvasada son limitados e insuficientes, lo cual abre la puerta para conflictos sociales que pueden incluso rebasar a la autoridad que seguramente terminaría indemnizando al usuario al que concesionó los derechos de agua para remediar un conflicto social, con el consiguiente costo para el Estado. 
En los términos planteados, la legislación propuesta en materia de trasvases está etiquetada para satisfacción para fines económicos de grupos de usuarios con mayor capacidad financiera, en detrimento de las necesidades fundamentales de desarrollo de las distintas regiones y del país en general. Baste analizar las definiciones que en el proyecto se dan de los dos tipos de trasvase propuestos (directos e indirectos). En ambos casos el enfoque de los trasvases es el beneficio de los concesionarios. En el caso de los trasvases directos solo se requiere la autorización de la CONAGUA. En el caso del trasvase indirecto está definido como “El que efectúa la Federación en beneficio de los concesionarios con inversión federal, estatal, municipal, social o privada…”.  

Si bien es cierto que el proyecto de Ley establece que, al ordenar y regular trasvases, la CONAGUA debe considerar determinados aspectos, entre otros, el efecto hidrológico, ambiental y socioeconómico en la cuenca o acuífero de extracción de aguas nacionales, así como los volúmenes y prelación de usos
, en la práctica esta regulación puede ser interpretada con un alto grado de discrecionalidad sin que existan parámetros claros de definición de los casos en que puede o no autorizarse un trasvase de aguas. 
Es fundamental reestructurar en forma profunda y con un sentido diferente del actual, la regulación de los trasvases y establecerlos como una política de carácter excepcional y de interés público y solo con la posibilidad de que el Estado los lleve a cabo sin generar derechos creados a favor de particulares, ya que ello generará conflictos sociales mayúsculos y profundizará la inequidad entre regiones, sin que existan mecanismos de participación en la toma de decisiones ni de compensación para los habitantes de las cuencas de origen. 
Derivado de lo anterior, precisa trascender la regulación de los trasvases como un aspecto meramente administrativo y expandir la visión dentro de un contexto de la política y programación hídrica, donde el interés público esté en la base de cualquier política de trasvase y cuya autorización no dependa de un funcionario o instancia al interior de la CONAGUA solamente, sino sea parte de una política pública de Estado, en la cual su planeación, definición y autorización sean tomados en un nivel adecuado, de carácter multidisciplinario.
6.- El régimen de concesiones y el REPDA

El proyecto de LGA desaprovecha la oportunidad para plantear soluciones a la sobre-concesión de las aguas y es tímida en el establecimiento de reglas para prevenir la sobreexplotación de acuíferos. De las reglas propuestas no se perciben mecanismos de competencia para el otorgamiento de concesiones, eliminándose toda referencia al otorgamiento de concesiones mediante concurso. 
7.- Prevención y control de la contaminación

La LAN define la regulación en un Título (Octavo). El proyecto de la LGA establece la regulación de este tema en un capítulo (IV) del Título Octavo denominado “Conocimiento y Protección de los Recursos Hídricos”. Sin embargo, del proyecto de LGA no se perciben elementos para determinar la modificación del paradigma vigente en materia de prevención y control de la contaminación, percibiéndose todavía en un esquema de control pero todavía en forma muy limitada con relación a una política integral en materia de calidad del agua, lo anterior, frente a retos crecientes en esta materia.  A pesar de que el capítulo IV se denomina también de prevención, al igual que en la LAN, son pocas las disposiciones que permitan incentivar la prevención. Bajo este esquema sigue siendo más económico contaminar que prevenir la contaminación.

El proyecto de LGA establece la obligación de los concesionarios de establecer sistemas de recuperación, reutilización y reciclado de agua tratada (art. 211). Sin embargo, esta disposición en todo caso debe vincularse a las obligaciones de los concesionarios en el capítulo respectivo y no en este capítulo.

8.- Participación social
Se pierden muchos de los principios contenidos en la LAN para participación social (14 y 14 bis) como la obligación del Estado de brindar apoyos para que las organizaciones ciudadanas participen en el seno de los Consejos de Cuenca, apoyo y provisión de espacios y mecanismos para que dichas organizaciones puedan asumir compromisos explícitos de las decisiones sobre el agua y su gestión. En contrapartida debe decirse que el proyecto elimina correctamente el requisito de “acreditación” a que se refiere el art. 14 de la LAN y que implica un control gubernamental de la participación ciudadana.

9.-  Investigación y Desarrollo Tecnológico y participación del IMTA

En la iniciativa se mencionan diversas atribuciones de los órdenes de gobierno (en esta materia) (art. 32) en que indirectamente se puede considerar al IMTA,  sin embargo la mención explícita del Instituto en la Ley es mínima:

El artículo 31   dice que  la Conagua  fomentará en coordinación con el IMTA la  investigación científica, desarrollo tecnológico, innovación y formación de recursos humanos, en el resto de la iniciativa solo se menciona  que el IMTA capacitará a los estados y el Distrito Federal para que estos asesoren, capaciten , informen y certifiquen  en materia de competencias laborales y prestación de servicios públicos de agua potable y de saneamiento, además de “de conformidad con los principios, reglas, bases y estándares que establezca la Comisión” . 
Por lo tanto surgen  los siguientes cuestionamientos: 

· ¿El IMTA queda solo como capacitador y solo en competencias laborales y prestación de servicios de agua potable y de saneamiento y de acuerdo a las condiciones que fije CONAGUA?

· ¿Qué pasa con la investigación básica y aplicada y capacitación en hidrología, hidráulica, calidad del agua, riego y los temas socioeconómicos que ahora maneja el Instituto?

· ¿Es un previo intento de desaparecer al IMTA? (como se intentó con Fox) cuando menos jurídicamente hablando, en el que con un decreto a capricho de presidente en turno puedan desaparecerlo, porque ya no hay ley que lo blinde para evitarlo?
· ¿O es un intento para transformarlo de órgano descentralizado a desconcentrado y subordinado a CONAGUA?

Si se le quitan las amplias atribuciones que tiene hoy la LAN el IMTA deja de ser el centro de excelencia en el conocimiento actualizado de la gestión integrada de los recursos hídricos (Artículo 14 BIS 3 Fracción III) cuando su visión es  “Ser una institución líder y de clase mundial que propicie la transformación del sector hídrico e impulse la gestión sustentable del recurso agua en el país”.
NOTA: El Instituto de Investigaciones Jurídicas de al UNAM y un grupo de Hidrológos muy reconocidos de la  misma institución han protestado lo que es en su interpretación es un  impedimento que tiene la iniciativa para la investigación,  exploración y el estudio del agua  sin el permiso de Conagua (artículo  147)  además eso es motivo de sanción.
 El texto cuestionado dice lo siguiente: Artículo 147. “Los interesados en realizar obras de exploración, estudio, monitoreo, reinyección y remediación en acuíferos sobreyacentes y subyacentes o en bienes nacionales a que se refiere esta Ley deben solicitar permiso a la Comisión en los términos que establezca el Reglamento, así como los criterios técnicos y ambientales que determine la autoridad competente.”.
� D.O.F. 8 febrero 2012. 


� No es casual que programas de apoyo como el  PROMAGUA fija como requisito para acceder al programa la participación del capital privado como complemento a los recursos no recuperables � HYPERLINK "http://www.conagua.gob.mx/CONAGUA07/Noticias/DescripcionprogramaPROMAGUA2012.pdf" �http://www.conagua.gob.mx/CONAGUA07/Noticias/DescripcionprogramaPROMAGUA2012.pdf�) y otros programas como el APAZU  y el PROTAR que en sus reglas de operación se establece que  la contraparte de recursos para acceder a ellos podrá estar integrada entre otros, con recursos de la iniciativa privada. Fuente: Reglas de Operación para los Programas a cargo de CONAGUA 2015 (D.O 27/12/2014).


� http://www.freshwateraction.net/es/content/ley-general-de-aguas-ant%C3%ADtesis-del-derecho-humano-al-agua-y-saneamiento


� La exposición de motivos de la iniciativa reconoce  que dicho proyecto incorpora mecanismos de coordinación, concertación y de intensa participación social y privada.


� Falta ver cuales organismos realmente cumplen con servir agua conforme a la Norma 127 de salud para considerarse agua potable.  


� 14 bis 5, IV


� Art. 7, I LAN


� Art. 8, I proyecto LGA


� Arts. 7 bis, II y III y 14 bis 5, III y IV


� Art. 10, X


� Art. 10, XVIII


� Cabe citar la Constitución del Estado de Durango publicada en el Periódico Oficial el 29 de agosto de 2013 al señalar lo siguiente: Toda persona tiene derecho a la disposición de agua para consumo personal y doméstico, así como la obligación de cuidar el uso racional de este recurso y contribuir a su saneamiento. El Estado garantizará este derecho en los términos dispuestos por la ley. Obsérvese que en esta constitución se establecen derechos y obligaciones de las personas.


� Ver art. 117 proyecto LGA





